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NOTA DEL GRUPO DE LAS 184 INSTITUCIONES DE LOS 13 SECTORES DE LA VIDA NACIONAL

NOTA EXPLICATIVA


La Secretaria General informa que la carta del Grupo de las 184 instituciones de 13 sectores de la Vida Nacional incluida en este documento fue recibida sin los anexos que se mencionan en el texto de la nota.

GRUPO DE LAS 184 INSTITUCIONES DE LOS 13 SECTORES DE LA VIDA NACIONAL

Port-au-Prince, 2 de diciembre de 2003

Embajador Luigi Einaudi 

Secretario General Adjunto

OEA

Washington, D.C.

Estimado señor Embajador:


A instancias del Secretario de Estado Powell, el Consejo Permanente de la OEA se reunirá el 3 de diciembre para evaluar la Misión de la OEA en Haití. El Grupo de 184 quisiera aprovechar la oportunidad para expresar sus inquietudes y las del pueblo haitiano con respecto al deterioro del entorno político y social que prevalece en Haití en la actualidad.


Compartimos estos pensamientos con la esperanza de que el Consejo Permanente reconsidere su estrategia actual acerca de la crisis política en Haití, aprovechando las lecciones aprendidas y la oportunidad creada por la unificación de sectores tradicionalmente divididos de la sociedad haitiana mediante el Grupo de 184. 


Como bien sabe, después de 18 meses, ninguna de las resoluciones adoptadas por el Consejo Permanente han sido aplicadas. El Gobierno de Haití ha intensificado su campaña para reprimir sistemáticamente los derechos humanos, mientras que matones cercanos al Partido Lavalas imponen, mediante la violencia, su poder en las calles de Port-au-Prince, Cap-Haïtien, Petit-Goave, St.-Marc y otras ciudades del país, con la complicidad a veces evidente de la fuerza policial haitiana. La mayoría de los haitianos, en su lucha contra las frustraciones diarias, cree que el país no está hoy más cerca de una solución pacífica que hace dos años. Toda esperanza de un cambio sostenible se está lentamente disipando y cientos de familias están contemplando la posibilidad de abandonar el país para siempre. Entre tanto, la Misión Especial de la OEA en Haití permanece ineficaz, pasiva y complaciente.


Al comienzo de la crisis haitiana la mayoría de las partes interesadas acordaron que era preciso fortalecer cuatro áreas importantes a fin de asegurar que se celebraran elecciones libres y justas y se emprendiera un camino irreversible hacia la democratización. Estas áreas constituyeron el fundamento del mandato de la Misión y fueron componentes esenciales de las resoluciones 806, 822 y 1959. Transcurridos 18 meses, y con un gasto de más de 6 millones de dólares, no hay indicios de que el país esté avanzado hacia la democracia.

1. Una fuerza policial no politizada y profesional


La primera tarea de la Misión, y probablemente la más importante, era ayudar a profesionalizar y despolitizar la Policía Nacional de Haití. Para llevar adelante este objetivo estratégico, Jean-Robert Faveur (reconocido como uno de los pocos funcionarios independientes de la policía) fue designado por el Presidente Aristide, en consulta con la Misión de la OEA, para actuar como Jefe de Policía. A los pocos días de su designación fue forzado al exilio y denunció la constante interferencia del señor Aristide con la administración de la Policía Nacional en violación de la letra y el espíritu de los acuerdos con la comunidad internacional. Fue remplazado unilateralmente por el actual jefe de policía, en violación de las normas y reglamentaciones internas de la Policía.  Esta designación abrió el camino para que reconocidos delincuentes fueran ascendidos a cargos importantes en la policía, que los chimères (matones) vestidos con uniformes de policía y portando insignias llevaran a cabo asesinatos políticos, secuestros y violaciones, y que ex comisarios de policía, que había estado involucrados en asesinatos políticos y narcotráfico, fueran nombrados por el Primer Ministro para servir en la Comisión Nacional de Seguridad.


La NCHR, una organización de derechos humanos con sede en Nueva York, ha publicado un informe sobre la reparición de los “Attachés” (véase el anexo 1) y una carta abiera al actual director general de facto de la Policía (véase el anexo 2) en la cual se relata el papel de los chimères y varios oficiales de policía en la represión política activa. 


IMED, una organización de derechos humanos con sede en Haití, también ha publicado una serie de informes confiables sobre las violaciones de los derechos humanos y la politización de la policía. Los informes también cubren la violencia reciente de los chimères en Gonaïves, Cap-Haïtien, Porte-au-Prince, Petit-Goave y otras ciudades, que demuestran claramente que los grupos armados –a favor o en contra de Lavalas–  todos han sido armados por el señor Aristide. El caso de Amiot Métayer es un ejemplo en que el señor Aristide dio armas a los chimères para que mataran a integrantes de la sociedad civil y a la oposición política (véase el informe de la comisión investigadora de la OEA sobre los sucesos del 17 de diciembre). Este caso y otros prueban que los chimères, los antiguos miembros del FRAPH y los ex militares han sido armados y usados por un grupo: Lavalas (véanse el anexo 3, con el reciente artículo de opinión de Anne Fuller en el Miami Herald, y el anexo 4, con el informe de la Unidad de Inteligencia de The Economist). 


Muchos de estos perpetradores están dispuestos a declarar sobre estos abusos, pero la OEA ha hecho caso omiso de estas oportunidades para recoger información fidedigna y aumentar una  presión efectiva sobre el gobierno para que cambie su conducta.


En ésta como en otras áreas la OEA ha demostrado ser impotente para poner fin a los mecanismos represivos implantados por el señor Aristide para intimidar, asesinar y encarcelar a  sus adversarios políticos. En meses recientes, la prensa nacional e internacional ha documentado extensamente los abusos por oficiales de policía situados en todo el país. Algunos de los abusos más notorios son la interrupción violenta de las manifestaciones pacíficas, los arrestos arbitrarios y la intimidación de militantes políticos y los asesinatos.


Considerando su posición privilegiada, la OEA aún no publicado un informe para relatar la politización de la policía y, más concretamente, denunciar quién es responsable de esa politización. Esto contrasta drásticamente con el período del golpe de estado militar entre 1993 y 1995, cuando la misión de la OEA periódicamente publicaba informes para identificar a los represores y exigía responsabilización y justicia. Estos informes no sólo denunciaban públicamente a los responsables de violaciones de los derechos civiles, sino también contribuían en gran medida a la protección de pacíficos ciudadanos y militantes políticos. Desafortunadamente la presente misión no ha continuado denunciando públicamente estos actos. La impresión corriente es que está tratando de evitar aplacar [sic] al gobierno. Mientras continúa el derramamiento de sangre, de hecho la OEA ha instado a los grupos de la sociedad civil a negociar con sus opresores, lo que da la impresión de que la OEA no sólo está legitimando las violaciones de derechos humanos del gobierno de Aristide, sino que también está poniendo a perpetradores y víctimas en el mismo cesto. Este proceso está socavando la credibilidad de la OEA.

2. Un sistema judicial no politizado y profesional


La NCHR publicó recientemente una carta abierta a Santiago Cantón de la OEA en la cual detalla los actos del señor Aristide para politizar el sistema judicial (véase el anexo 5). El gobierno continúa utilizando el sistema judicial (mediante el remplazo ilegal de jueces no calificados [sic]), las oficinas de telecomunicaciones (CONATEL) y otros medios públicos e instituciones gubernamen​tales para reprimir, intimidar y arrestar ilegalmente a ciudadanos haitianos. A pesar de la naturaleza arbitraria de estos arrestos, los prisioneros para quienes los tribunales emiten órdenes de liberación permanecen en las cárceles. Varios fiscales envueltos en investigaciones de notoriedad política que decidieron dispensar justicia de conformidad con la ley y no respondiendo a influencias políticas han sido forzados al exilio. Sus testimonios han sido dados a conocer ampliamente por la prensa local e internacional.


Recientes informes de los colegios de abogados de Haití denuncian el hecho de que el sistema judicial se ha convertido en un instrumento político en manos de un hombre.


Aquí también la OEA ha guardado silencio. De hecho, el representante de la OEA en Haití claramente manifestó a nuestra delegación que la única acción que podía tomar era formular recomendaciones a puertas cerradas al gobierno y emitir declaraciones “deplorando” la situación. Este proceso socava aún más la credibilidad de la misión de la OEA.

3. Condiciones para celebrar elecciones justas y confiables


Hoy en día la mayoría, si no todos, los haitianos concuerdan en que el clima actual no es conducente a la celebración de elecciones libres y justas. Los requisitos básicos –el derecho a reunirse pacíficamente sin ninguna forma de intimidación y el derecho a la libertad de expresión– son violados constantemente. Diariamente se perpetra violencia política e intimidación contra los partidos políticos y sus miembros. La idea de que los partidos políticos están en libertad de instalar oficinas y montar campañas en partes remotas de Haití es absurda. De hecho, el gobierno no ha dejado de interrumpir eventos pacíficos incluso cuando la comunidad internacional en general le ha instado públicamente a que ejerza moderación.


A pesar de eso la misión de la OEA continúa manteniendo que el obstáculo principal a la formación del consejo electoral es la renuencia de las organizaciones de la sociedad civil y los partidos políticos de cumplir las resoluciones de la OEA suscritas entre la OEA y el Gobierno de Haití durante la crisis y con la exclusión de los partidos políticos y la sociedad civil.


Las elecciones de 1997 y 2000 demuestran que, cuando no existen las condiciones adecuadas, tanto los candidatos como los votantes pierden sus vidas, las autoridades electorales son amenazadas por el gobierno por falta de partidismo y forzadas a recurrir al exilio, el gobierno y la 

policía cometen fraude electoral y se desperdician los recursos financieros y la asistencia internacional. 

Generalmente USAID aporta US$30 millones, o el 92% del total de la ayuda internacional, para la organización de las elecciones en Haití. Desde 1990 hasta el presente, USAID gastó aproximadamente US$150 millones en las elecciones en Haití sin ningún logro: no se han logrado resultados confiables; no existe una infraestructura; no hay personal capacitado; tampoco hay registros de listas; y no hay computadoras. Y lo que es peor aún, el sistema electoral ha perdido completamente su credibilidad ante los votantes haitianos.

En estas circunstancias, las instituciones a las cuales se ha exhortado que designen delegados para el CEP se han negado a ponero en peligro la vida de los ciudadanos porque están convencidas de que sus hogares pueden ser incendiados y sus vidas amenazadas o perdidas, mientras la comunidad internacional observa y “deplora” esta situación.

La misión de la OEA nunca ha exigido la responsabilización del Gobierno con respecto a la implementación de las resoluciones de la OEA. El Gobierno no solamente ha violado todas las resoluciones mencionadas, sino que ha declarado que la resolución 822 está “muerta” (véase el Anexo 6, con la declaración de Jonas Petit, Jefe del Partido Lavalas, de fecha 1 de agosto de 2003, en Radio Metropole). Todavía la OEA no ha exigido la responsabilización del Gobierno. Una nota de esperanza constituye el creciente consenso y unidad que existe entre la sociedad civil y los partidos políticos, respecto de la necesidad de celebrar elecciones libres, justas y técnicamente aceptables que serán un disuasivo de desacuerdos futuros.

4. Compromiso político

 
Desde que se creó la misión ha habido una agresión sistemática contra los derechos civiles, perpetrada por el gobierno haitiano. Ciudadanos, estudiantes, campesines, líderes sindicales, empresarios, periodistas, mujeres líderes, sacerdotes, predicadores e inclusive niños han sido forzados al exilio, quemados, golpeados, asesinados y encarcelados ilegalmente. Frente a estas constantes atrocidades, la misión continúa un día “deplorando” y el próximo día expresando su apoyo a los agresores. Una de las fallas de la misión actual es su incapacidad de prestar ayuda eficaz a los ciudadanos perseguidos en Haití, como ha sido el caso en el pasado. 


No hay muestras de que pueda alcanzarse un compromiso político en estas circunstancias. El Gobierno parece estar confiado en que no pagará un precio por dilatar la adopción de una solución pacífica a este impasse político; la misión se siente cómoda al asignar igualmente la culpa a ambas partes, en tanto que el pueblo haitiano continúa pagando un alto precio. 


Nuestro mayor temor es que el discurso político divisivo junto con la actitud de “laissez faire” de la misión de la OEA y el deterioro del entorno político conduzca al caos completo y a la confrontación social. 


En las últimas semanas, un creciente número de haitianos de todos los ámbitos de la vida se han movilizado para rescatar su democracia y restaurar la estabilidad con el fin de organizar elecciones libres y justas y han elegido autoridades legítimas que representen su voluntad política y luchen por sus necesidades. Se puede apreciar el testimonio de su coraje y compromiso en los tribunales, en las manifestaciones e incluso en las comisarías de policía.

El Gobierno ha respondido con violencia, abuso de derechos humanos e intimidación. Un claro ejemplo constituye la histórica agrupación de instituciones denominada el Grupo de 184 para examinar el nuevo contrato social. Este evento fue recibido con entusiasmo por la mayoría de los haitianos y fue apoyado por figuras religiosas, partidos políticos y organizaciones de la sociedad civil. Aun bajo la vigilancia de la misión de la OEA, este evento fue interrumpido violentamente por matones vinculados estrechamente con el Gobierno. Incidentes similares se han registrado en Cap-Haïtien, Petit-Goave, St.-Marc y Jacmel.


La pasividad y la actitud a veces ambigua de la misión de la OEA ha alimentado la maquinaria política del Partido Lavalas y el señor Aristide, dándoles la impresión equivocada de que no serán responsabilizados por sus actos.


De hecho, en meses recientes el Partido Lavalas ha tomado medidas para afianzarse más en el poder. En realidad, la mayor victoria del pueblo haitiano en su lucha por la democracia es la Constitución ratificada en 1987. El elemento más importante de la Constitución es el mecanismo de seguridad introducido por los autores que define el procedimiento de enmienda. El mecanismo de seguridad toma en cuenta el hecho de que las autoridades haitianas históricamente han tratado de mantenerse en el poder en forma vitalicia mediante la introducción de enmiendas a la Constitución. La Constitución requiere que dos parlamentos democráticamente elegidos y dos presidentes sucesivos democráticamente elegidos aprueben la enmienda.


Ante la iniciativa de Jean-Bertrand Aristside, parlamentarios ilegítimos han enmendado ilegalmente la Constitución en violación de esta disposición, la Carta Democrática de la OEA y las resoluciones 806, 822 y 1959. La enmienda ilegal parcialmente aprobada por estos parlamentarios modifica los requisitos para enmendar la Constitución de 1987 y facilita el camino para el establecimiento de una dictadura. La misión de la OEA se ha mantenido silente con respecto a esta asombrosa violación de los principios democráticos y en su último informe apenas la menciona al pasar.


Con base en estas observaciones, el Grupo de 184 insta al Consejo Permanente de la OEA a que reconsidere tanto el mandato como los objetivos de la misión especial. Más que nunca el Consejo Permanente de la OEA  debe enviar un mensaje claro y directo de que no se tolerarán, excusarán u olvidarán las violaciones de los derechos humanos. La autonomía y la capacidad de observar, documentar y evitar la violencia política son esenciales para el éxito de los esfuerzos internacionales en Haití. Una misión carente de medios y de voluntad política solamente empeorará el clima general mediante la legitimación de los actos del gobierno. En su calidad de Presidente, se debería responsabilizar al señor Aristide por sus tácticas dilatorias y por negarse a observar las resoluciones de la OEA.


La historia nos ha demostrado que los gobiernos entienden que hay necesidad de cambio únicamente cuando la comunidad internacional está unida en su indignación y condena de las violaciones de los derechos humanos.


Apreciamos su apoyo continuo a nuestros esfuerzos por restablecer la democracia en Haití y esperamos que usted encuentre estos comentarios y observaciones útiles al evaluar la misión de la OEA. Si desea mayor información, tiene algún comentario o necesita más datos, sírvase dirigirse a nosotros.








Por el Grupo de 184








Sr. Antoine Barbier








Secretario Ejecutivo








Grupo de 184 
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